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DESCRIPCIÓN: Desde la constitución de 1991, la Corte Constitucional en casos 
puntuales ha reconocido indemnizaciones en los seguros de vida, a pesar de la 
existencia de causales que hacen inviable su reconocimiento a los beneficiarios, 
tales como preexistencias, prescripción, es decir, inaplicando normas de derecho 
privado. Dichos pronunciamientos han tenido relevancia en el sistema jurídico 































































colombiano, pues derechos cuya naturaleza es estrictamente privada trascienden 
al ámbito constitucional, desdibujando los preceptos normales del contrato de 
seguro. Los fundamentos aplicados en sede de tutela por la Corte Constitucional, 
son producto de un fenómeno denominado constitucionalización del derecho 




METODOLOGÍA:  Se utilizó una metodología analítica, interpretativa y crítica 
sobre  la constitucionalización del “seguro de vida”. Se realizó análisis desde la 
jurisprudencia constitucional de Colombia 
 
 
CONCLUSIONES:  Y para concretar lo dicho respecto al análisis jurisprudencial, 
es necesario mencionar que definitivamente fue una decisión del legislador 
entregar facultades a las aseguradoras para que a su arbitrio decidieran los 
riesgos que asumirían, y para que además, definieran el clausulado de las pólizas 
que expidan ya que, aunque los contratos de seguros son de carácter bilateral por 
la reciproca aceptación de obligaciones de las partes y la manifestación de su 
voluntad, luego, también es cierto que son contratos de adhesión, y los usuarios 
pueden decidir cuál de las aseguradoras les brinda mayores garantías y 
beneficios, lo que representa la plena autonomía de la parte pasiva en la decisión 
de contratar la póliza. 
 
Por otro lado, se debe separar el contexto de la realidad de la constitucionalización 
del seguro de vida, del contexto teórico, ya que esto permite hacer planteamientos 
desde matices distintas del tema en estudio. 
 
Así pues, en materia del contexto de la realidad de la referida 
constitucionalización, es importante reconocer, que tal fenómeno no se podría 
contemplar si no se entiende desde una interpretación sistemática del sistema 
jurídico, en donde prevale la garantía de derechos fundamentales protegidos por 
el Estado Social de Derecho, lo que obliga a intervenir en los casos particulares 
donde se presentan situaciones de indefensión, aplicables a los mismos criterios 
que ha establecido el órgano constitucional en su amplia jurisprudencia del tema, 
tales como: la debilidad manifiesta de la parte pasiva; la prevalencia de derechos 
fundamentales; y la carencia de medios jurídicos de protección, o que aun 
existiendo estos, su ineficacia suponga un riesgo para la parte pasiva; y en función 































































de imponer límites constitucionales a la libertad contractual en actividades 
declaradas de interés público. 
 
En cuanto al contexto teórico, es claro que para el ordenamiento jurídico, la 
institución de la constitucionalización del seguro de vida no se encuentra explicito, 
ni legal ni doctrinalmente, pero lo que sí es claro, es que es una realidad ajustada 
a los medios sistemáticos de interpretación y a la evolución del Estado Social de 
Derecho, que exige poner límites a las diferentes actividades desarrolladas por las 
demás normas de carácter legal o consuetudinarias, lo que sin duda da 
competencias tácitas a los jueces de tutela, no para regularlas, sino para limitarlas 
e impedir las relaciones desmedidas que supongan uso arbitrario de las libertades 
y autonomía. 
 
Y por último, es importante concluir poniendo de presente, que no existe abuso del 
poder o de competencias por parte de los jueces constitucionales que han 
proferido fallos en contra de las compañías aseguradoras, aun cuando todo 
apuntara a que dichas decisiones o la mera aceptación y trámite de la acción 
parecieran improcedentes, toda vez que, como se ha venido manifestando en el 
desarrollo del estudio particular, existe evidentemente la necesidad de ponderar 
las libertades y autonomía de los particulares en sus relaciones contractuales, - 
máxime si se refiere al contrato de seguros de vida, - con los derechos 
fundamentales de la parte pasiva cuando exista indefensión, y, efectivamente, de 
esos ejercicios de ponderación, debe sobre ponerse y prevalecer los derechos 
fundamentales a la luz del sistema jurídico y el Estado Social de Derecho como 
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